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Resumen 

En Colombia, la Constitución reconoce las acciones populares y de grupo para 

la protección de derechos e intereses colectivos. La Ley 472 de 1998 regula 

las acciones populares, con finalidad preventiva y restitutoria, y las acciones 

de grupo orientadas a indemnizar daños sufridos por una pluralidad de 

personas afectadas por una misma causa. Entre los derechos protegidos se 

incluyen el medio ambiente, el patrimonio público, la moral administrativa, los 

derechos de consumidores y usuarios, la libre competencia y la prevención de 

desastres. Asimismo, se establece un trámite preferencial obligatorio para las 

acciones populares preventivas. 

En Costa Rica, la jurisdicción contencioso-administrativa, reconocida 

constitucionalmente, ejerce el control de legalidad de la actuación estatal y 

protege los derechos e intereses de los administrados. El Código Procesal 

Contencioso Administrativo contempla mecanismos de preferencia procesal 

para asuntos que el tribunal considere urgentes o de gran trascendencia 

pública, el que incluye reducción de plazos, prioridad en la fijación de 

audiencias y preferencia en la tramitación del recurso de casación. 

En síntesis, se observan reglas de tramitación preferencial en las acciones 

populares preventivas de Colombia; así como, en la jurisdicción contencioso-

administrativa para asuntos de interés público de Costa Rica 

Por su parte, en materia de tutela de intereses colectivos, Chile cuenta con 

acciones sectoriales -especialmente en el ámbito de los derechos de los 

consumidores- y con la acción constitucional de protección, la que, pese a su 

naturaleza individual, ha sido utilizada en controversias con efectos colectivos, 

observándose en ambos casos reglas de tramitación preferente. 
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Introducción 

A solicitud parlamentaria, se analiza en la legislación extranjera mecanismos de preferencia en la 

tramitación judicial vinculada a causas de interés colectivo o público.  

Para estos efectos, en primer lugar, se ilustra la existencia en Chile de reglas de tramitación preferente 

en causas de interés colectivo, las que se observan especialmente en la protección de los derechos del 

consumidor y excepcionalmente en la acción constitucional de protección. Luego se abordan los casos 

de Colombia y Costa Rica, por corresponder, dentro del contexto latinoamericano, a ordenamientos que 

contemplan mecanismos procesales orientados a otorgar una protección diferenciada a conflictos que 

trascienden el interés individual y consideran reglas de tramitación preferente.  

El tema abordado y los contenidos del presente informe se encuentran delimitados por los parámetros 

propios de la Asesoría Técnica Parlamentaria, por el plazo de entrega convenido y por la información 

normativa y doctrinaria disponible. No constituye un documento académico y se enmarca en criterios de 

neutralidad, pertinencia, síntesis y oportunidad en su elaboración. 

 

I. Chile 

En Chile, la protección jurisdiccional de intereses colectivos se encuentra regulada de manera sectorial, 

principalmente en materia de protección de consumidores, así como, en la tutela constitucional de 

derechos fundamentales, las que presentan reglas de tramitación preferente1.  

1. Protección del interés colectivo o difuso de la Ley del Consumidor 

Uno de los mecanismos de tutela colectiva se encuentra en la Ley N° 19.496, que establece normas 

sobre protección de los derechos de los consumidores. Esta normativa define al interés colectivo como 

aquellas “acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o 

determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés 

difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores 

afectados en sus derechos”. (artículo 50 inciso 5°).  

A su turno, contempla un “procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los 

consumidores”, aplicable cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de consumidores o 

usuarios (artículo 51). 

La acción colectiva puede ser iniciada por el Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC); por 

asociaciones de consumidores constituidas con al menos seis meses de anterioridad; o por un grupo de 

consumidores afectados en un mismo interés, integrado por no menos de cincuenta personas (artículo 

51, N°1). La ley permite solicitar indemnizaciones, reparaciones y devoluciones para los consumidores 

afectados, así como la adopción de medidas destinadas a hacer cesar las conductas infraccionales 

(artículos 51 y 53 C). 

 
1 El artículo único de la Ley N° 20.146, estableció una regla de preferencia para la vista y fallo de apelaciones en causas 

relativas a discapacidad, mediante una modificación al artículo 50 de la Ley N° 19.284. Sin embargo, con posterioridad, el 
artículo 82 de la Ley N°20.422, dispuso la derogación parcial de la referida ley (19.284) afectando la vigencia de esa regla, 
pues el referido artículo 50 no fue mantenido entre las disposiciones expresamente subsistentes. 



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile  |  Asesoría Técnica Parlamentaria 

3 
 

La legislación contempla reglas procesales especiales entre las que se encuentran mecanismos de 

acumulación de acciones (artículo 51.9); comparecencia simplificada de consumidores afectados 

(artículo 53.c); publicación de avisos para informar a potenciales afectados (artículo 51.7); y medidas 

precautorias destinadas a suspender provisionalmente cobros controvertidos (artículos 51.10). 

Asimismo, la normativa contempla reglas expresas de preferencia procesal. En particular,  

Todas las apelaciones que se concedan en este procedimiento se agregarán como 

extraordinarias a la tabla del día siguiente al ingreso de los autos a la respectiva Corte de 

Apelaciones, con excepción de lo señalado en el artículo 53 C, caso en el que la causa se incluirá 

en la tabla de la semana subsiguiente a la de su ingreso a la Corte (artículo 51.8). 

 

Del mismo modo, los recursos interpuestos contra la sentencia definitiva “gozarán de preferencia para 

su vista y fallo” (artículo 53.C). 

Por otra parte, la Ley N° 19.496 regula un procedimiento voluntario para la protección del interés 

colectivo o difuso de los consumidores, a cargo del SERNAC, cuyo objeto es alcanzar soluciones 

expeditas frente a conductas que puedan afectar a un conjunto de consumidores (artículo 54.H). Los 

acuerdos alcanzados en este procedimiento pueden producir efectos generales respecto de los 

consumidores potencialmente afectados, previa aprobación judicial (artículo 54.Q). 

2.  Recurso de protección  

El recurso de protección contemplado en el artículo 20 de la Constitución Política y regulado mediante 

el Auto Acordado de la Corte Suprema sobre Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de las 

Garantías Constitucionales establece reglas especiales de celeridad y preferencia en su tramitación. 

Entre ellas, se consideran la agregación extraordinaria de las causas a tabla en primera y segunda 

instancia (numerales 3 y 7); la fijación de plazos breves para informar y fallar (numeral 3); y la cuenta 

preferente del recurso ante la Corte Suprema (numeral 7). 

Si bien se trata de una acción destinada a la tutela de garantías constitucionales individuales, en la 

práctica ha sido utilizada para proteger derechos e intereses colectivos, especialmente en materias 

ambientales, sanitarias y relativas al funcionamiento de servicios públicos (Nogueira, 2022:587). 

 

II. Colombia 

En Colombia el artículo 88 de la Carta Fundamental, dispone que la ley determinará el régimen jurídico 

de las acciones populares orientadas a la tutela de los derechos e intereses colectivos, regulará las 

acciones derivadas de daños causados a una pluralidad de sujetos y establecerá los supuestos de 

responsabilidad civil objetiva por la afectación de tales derechos e intereses. 

 

ARTICULO 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e 

intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad 
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públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar 

naturaleza que se definen en ella. 

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de 

personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares. 

Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos 

e intereses colectivos. 

 

Dicho mandato constitucional recayó en la Ley Nº472 de 5 de agosto de 1998 cuyo objeto es regular las 

acciones populares y de grupo para la protección de los derechos e intereses colectivos y de una 

pluralidad de personas. 

 

ARTICULO 1.- Objeto de la Ley. La presente Ley tiene por objeto regular las acciones populares 

y las acciones de grupo de qué trata el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia. Estas 

acciones están orientadas a garantizar la defensa y protección de los derechos e intereses 

colectivos, así como los de grupo o de un número plural de personal. 

 

La ley contempla definiciones y principios generales, la regulación específica de las acciones populares 

y de grupo, la creación y funcionamiento del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses 

Colectivos entre otras materias. 

 

Se define como acciones populares a los medios procesales destinados a la protección de los derechos 

e intereses colectivos, orientados a prevenir daños, detener peligro, amenazas o vulneraciones y, 

cuando sea posible, restablecer la situación al estado anterior. Y, como acciones de grupo, aquellas 

ejercidas por un conjunto de personas afectadas por una misma causa que les causó perjuicios 

individuales. 

 

ARTÍCULO 2º.- Acciones Populares. Son los medios procesales para la protección de los derechos 

e intereses colectivos. 

Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la 

amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas 

a su estado anterior cuando fuere posible. 

ARTÍCULO 3º.- Acción de Grupo. Son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un 

conjunto de personas que reúnen condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó 

perjuicios individuales para dichas personas. Las condiciones uniformes deben tener también 

lugar respecto de todos los elementos que configuran la responsabilidad. Texto subrayado 
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declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-569 de 2004 y el 

texto en cursiva declarado EXEQUIBLE2. 

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de 

indemnización de los perjuicios. 

 

Asimismo, la ley enumera, de manera no taxativa, cuáles son los derechos e intereses colectivos, los 

que corresponden a aquellos relacionados, entre otros, con el medio ambiente, la moral y el patrimonio 

público y cultural, el espacio público, la seguridad y salubridad, los servicios públicos, la libre 

competencia económica, la protección del consumidor, el orden urbanístico, la prevención de desastres 

y aquellos reconocidos por la Constitución, la ley y los tratados internacionales. 

 

ARTÍCULO 4º.- Derechos e Intereses Colectivos. Son derechos e intereses colectivos, entre otros, 

los relacionados con: 

a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y las 

disposiciones reglamentarias;  

b) La moralidad administrativa;  

c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos 

naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. La 

conservación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia 

ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de 

la comunidad relacionados con la preservación y restauración del medio ambiente; 

d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público;  

e) La defensa del patrimonio público; Ver Fallo Consejo de Estado 071 de 2001,  

f) La defensa del patrimonio cultural de la Nación; 

g) La seguridad y salubridad públicas; 

h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública; 

i) La libre competencia económica; 

j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; 

 
2 Destacado en la fuente citada. 
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k) La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, biológicas y 

nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nucleares o tóxicos; 

l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente;  

m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las 

disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de 

vida de los habitantes;  

n) Los derechos de los consumidores y usuarios.  

Igualmente son derechos e intereses colectivos los definidos como tales en la Constitución, las 

leyes ordinarias y los tratados de Derecho Internacional celebrados por Colombia. 

PARÁGRAFO.- Los derechos e intereses enunciados en el presente artículo estarán definidos y 

regulados por las normas actualmente vigentes o las que se expidan con posterioridad a la vigencia 

de la presente Ley. 

 

Dentro del capítulo referido a los principios de la ley, se contempla el de “trámite preferencial”, según el 

cual las acciones populares preventivas deben tramitarse con preferencia a las demás, salvo el recurso 

de habeas corpus, acción de tutela y acción de cumplimiento. 

 

ARTÍCULO 6º.- Trámite Preferencial. Las acciones populares preventivas se tramitarán con 

preferencia a las demás que conozca el juez competente, excepto el recurso de Habeas Corpus, 

la Acción de Tutela y la Acción de cumplimiento. 

 

Los titulares de las acciones populares son: toda persona natural o jurídica; las organizaciones no 

gubernamentales, organizaciones populares, cívicas o de índole similar; entidades públicas con 

funciones de control, intervención o vigilancia; el Procurador General de la Nación, el Defensor del 

Pueblo y los Personeros Distritales y municipales, en lo relacionado con su competencia; y  los alcaldes 

y servidores públicos que por razón de sus funciones deban promover la protección y defensa de estos 

derechos o intereses (artículo 12). Por su parte, las acciones populares se dirigirán contra el particular, 

persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considere que amenaza, 

viola o ha violado el derecho o interés colectivo. Si se desconocen los responsables, corresponderá al 

juez determinarlos (artículo 14). 

 

Las acciones populares se tramitan en primera instancia ante jueces administrativos o jueces civiles de 

circuito, y en segunda instancia ante el tribunal correspondiente (administrativo o civil) del distrito judicial 

del juez inicial. Es competente el juez del lugar donde ocurrieron los hechos o el del domicilio del 

demandado, a elección del actor popular. Si existen varios jueces posibles, conocerá del caso el primero 

ante el cual se presente la demanda. 
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ARTÍCULO 16.- Competencia. De las Acciones Populares conocerán en primera instancia los 

jueces administrativos y los jueces civiles de circuito. En segunda instancia la competencia 

corresponderá a la sección primera del Tribunal Contencioso Administrativo o a la Sala Civil del 

Tribunal de Distrito Judicial al que pertenezca el Juez de primera instancia. 

Será competente el juez del lugar de ocurrencia de los hechos o el del domicilio del demandado a 

elección del actor popular. Cuando por los hechos sean varios los jueces competentes, conocerá 

a prevención el juez ante el cual se hubiere presentado la demanda. 

 

 

III. Costa Rica 

 

El Código Procesal Contencioso-Administrativo de Costa Rica, Ley N°8508, regula el funcionamiento de 

la jurisdicción contencioso-administrativa, la que es establecida en el artículo 49 de la Constitución 

Política como una atribución del Poder Judicial para garantizar la legalidad de la función administrativa 

del Estado, de sus instituciones y entidades de derecho público. La citada norma constitucional mandata 

a la ley proteger los derechos e intereses de los administrados. 

 

El Código Procesal Contencioso-Administrativo regula una jurisdicción especializada compuesta por dos 

ámbitos vinculados: la jurisdicción contencioso-administrativa propiamente tal, destinada al control de 

legalidad de la actuación administrativa; y la jurisdicción civil de hacienda, relativa principalmente a 

materias patrimoniales y litigios del Estado (artículos 1 y 2). 

 

El objeto de la jurisdicción contencioso-administrativa se establece en el artículo 1 del citado código, y 

corresponde a tutelar las situaciones jurídicas de las personas, garantizar o restablecer la legalidad de 

las conductas de la Administración Pública sujeta al Derecho administrativo, y conocer y resolver los 

aspectos de la relación jurídico-administrativa. Por su parte, el artículo 2 del Código amplía la 

competencia y señala que la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y Civil de Hacienda también 

conoce: contratación administrativa (artículo 2, letra a); responsabilidad patrimonial del Estado y sus 

funcionarios (artículo 2, letra b); procesos civiles de Hacienda (artículo 2, letras c y d); relaciones regidas 

por el derecho público aunque intervengan privados (artículo 2, letra e); y procesos en que participe una 

empresa pública (artículo 2, letra f), entre otros. 

 

En cuanto a una regla de preferencia para la vista o tramitación de las causas, el artículo 60 del código 

establece un mecanismo de preferencia para causas urgentes o de especial interés público.  

 

La preferencia opera mediante resolución fundada del tribunal competente, previa elevación del asunto 

por el juez tramitador, ya sea de oficio o a petición de parte. Así, es la autoridad la que puede determinar 

que la causa pueda ser conocida de manera preferente cuando comprometa un interés público. En esos 

casos, el juez tramitador puede remitir el asunto al tribunal de juicio para que decida si corresponde darle 

prioridad. Si el tribunal lo rechaza, la causa sigue su tramitación ordinaria: pero si concede el trámite 

preferente, los plazos se acortan, se prioriza la audiencia y un eventual recurso de casación también 
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tendrá prioridad en la agenda del Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo o de la Sala 

Primera de la Corte Suprema de Justicia, según corresponda. 

 

Artículo 60 

1) En caso de que el juez tramitador, de oficio o a gestión de cualquiera de las partes, estime que 

el asunto bajo su instrucción reviste urgencia o necesidad o es de gran trascendencia para el 

interés público, directamente lo remitirá al conocimiento del tribunal de juicio al que por turno le 

corresponda, para que este decida si se le da trámite preferente, en los términos de este artículo, 

mediante resolución motivada que no tendrá recurso alguno. 

2) Si el tribunal estima que el trámite preferente no procede, devolverá el proceso al juez 

tramitador, para que lo curse por el procedimiento común. 

3) De dársele trámite preferente, se dará traslado de la demanda y se concederá un plazo 

perentorio de cinco días hábiles para su contestación.  

Cuando resulte necesario, el tribunal dispondrá celebrar una única audiencia en la que se entrará 

a conocer y resolver sobre los extremos a que alude el artículo 90 de este Código, se evacuará la 

prueba y oirán conclusiones de las partes.  De no haber pruebas por evacuar se prescindirá de la 

audiencia oral y pública. 

Únicamente cuando surjan hechos nuevos o deba completarse la prueba a juicio del tribunal, podrá 

celebrarse una nueva audiencia. 

4) El señalamiento de la audiencia tendrá prioridad en la agenda del tribunal. 

5) Si la conversión del proceso se produce en una oportunidad procesal posterior a la regulada en 

el párrafo tercero de este artículo, el tribunal dispondrá el ajuste correspondiente a las reglas de 

dicho párrafo. 

6) La sentencia deberá dictarse en un plazo máximo de cinco días hábiles, contados a partir del 

día siguiente a aquel en que se decidió darle trámite preferente al proceso o, en su caso, a partir 

de la celebración de la última audiencia. 

7) En caso de ser planteado, la resolución del recurso de casación tendrá prioridad en la agenda 

del Tribunal de Casación de lo Contencioso-Administrativo o de la Sala Primera de la Corte 

Suprema de Justicia, según corresponda.  El recurso deberá resolverse en un plazo de diez días 

hábiles. 
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Legislativas de ambas Cámaras, con especial atención al seguimiento de los proyectos de ley. Con lo cual se 

pretende contribuir a la certeza legislativa y a disminuir la brecha de disponibilidad de información y análisis entre 

Legislativo y Ejecutivo. 
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